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Análisis de la llamada “Ley de Ordenamiento Previsional” y su 

 incidencia en el  Instituto de Previsión Social  (*)
El proyecto presentado por el Gobierno Provincial llamado de Ordenamiento Previsional, trata de la creación de un subsistema adicional, que se denominaría Subsistema Previsional ,dentro de la Ley de Administración Financiera, la misma que fuera sancionada a fines de año pasado y que reemplazara a la Ley de Contabilidad.
Esta Ley N 13.767 de Administración Financiera establece y regula la Administración Financiera y el sistema de Control de la Administración General del Estado Provincial y donde aclara que la Administración Financiera comprende el conjunto de subsistemas, órganos, normas y procedimientos administrativos que hacen posible la obtención de recursos públicos y su aplicación para el cumplimiento de los objetos del Estado provincial.

La misma Ley explicita que cada uno de los subsistemas estará a cargo de un órgano rector, que dependerá directamente del órgano que ejerza la coordinación de todos ellos.
También señala que El Ministerio de Economía tendrá a cargo la coordinación y supervisión de los subsistemas que integran la Administración Financiera e interactuará con los demás órganos de los subsistemas.
Esta Ley de Administración Financiera, como dijimos, sancionada a finales del año anterior, otorga una serie de licencias al Poder Ejecutivo. Entre otras, que el Poder Ejecutivo podrá disponer las reestructuraciones presupuestarias que considere necesarias dentro del Presupuesto General, comprendiendo modificaciones en gastos corrientes, gastos de capital y distribución de finalidades. También esta Ley, entre otros aspectos, permite al Poder Ejecutivo disponer la incorporación al presupuesto de autorizaciones para gastos no previstos o insuficientes, para atender hechos de fuerza mayor o excepcionales que requieran la inmediata atención del Estado provincial. Lo más llamativo es que la Ley no solo permite esto sino que además solo le exige al Poder Ejecutivo que al mismo tiempo que lo hace lo comunique al Poder Legislativo (no para que lo autorice sino tan solo para que se entere).
LA LEY DE ORDENAMIENTO PREVISIONAL
Esta propuesta de Ley del Poder Ejecutivo tiene varios puntos claves y determinantes, que si bien no generarían en lo inmediato cambios en las condiciones y prestaciones previsionales, si afectarían directamente al manejo de los fondos previsionales y poniendo en el centro de discusión, la propiedad de los mismos, si estos aportes corresponden a los trabajadores activos y jubilados o al gobierno provincial de turno.

De esta manera, dicha  Ley coloca a los regímenes previsionales del INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL, CAJA DE RETIROS, Y PENSIONES DE LA POLICIA DE LA PCIA Y LA CAJA DE JUBILACIONES. SUBSIDIOS Y PENSIONES DEL BANCO DE LA PCIA DE BUENOS AIRES hasta ahora autónomos e independientes entre sí, dichas características garantizadas constitucionalmente por el artículo 40 de la Constitución provincial,  en un mismo Subsistema dentro de la Ley de Administración Financiera ( la misma que en el principio de este informe, resaltamos algunos puntos a tener en cuenta).   
En un segundo punto, este Proyecto constituye al Instituto de Previsión Social como Órgano rector de todo el Subsistema, haciéndolo cargo de funciones tales como participar en la formulación de la política financiera de dicho subsistema, elaboración de los presupuestos de las entidades comprendidas en el Subsistema Previsional, dictar normas técnicas, auditar y dictaminar sobre la información previsional de las otras entidades previsionales, consolidar la información previsional en Estados contables consolidados, coordinar el proceso de elaboración y consolidar la información requerida por el Estado Nacional para el financiamiento de déficit previsionales provinciales en el marco de los Compromisos Federales ratificados, entre otros. 
Sobre estos puntos, cabe decir en primer lugar que esto va en detrimento de la autonomía de las cajas previsionales y por otra lado, que el Gobierno Provincial estaría deslindando responsabilidades y haciendo cargo a una de las Cajas, casualmente la mejor administrada, de las funciones que debería cumplir el Ejecutivo y a su vez,, legalizando no solo su injerencia sobre la autonomía de las tres cajas en cuestión, sino la de  una,  sobre las otras. 

Centrándonos aún más en las funciones que les asigna a uno de los regímenes previsionales,  el Instituto de Previsión Social, notamos que no solo lo pone a cumplir funciones que no le son propias, sino que entre esas se le adjudica la que tiene que ver con la información requerida por el Estado Nacional para el financiamiento de los déficits previsionales provinciales, y en esto una vez más decimos que no existieron argumentos ni existen para colocar a esta caja previsional bajo la órbita del convenio firmado con el Gobierno Nacional, que como contrapartida exige la armonización previsional con el sistema nacional, a cambio de financiar un déficit, en este caso inexistente. 
El Instituto de Previsión Social, como exponemos en el Documento elaborado por el Instituto de Estudios sobre Estado y Participación, IDEP, de nuestra Organización, no solo mantiene una buena relación entre activos y pasivos sino que viene resultando superavitario, con excedentes financieros, tales como en el 2007 de 590 millones de pesos y con una proyección de alrededor de 750 millones de pesos para el cierre de este año.
En otra parte de la Ley, donde figuraría lo referido a los financiamiento de déficits y utilización de Excedentes previsionales, dice al respecto, que el Poder Ejecutivo podrá endeudarse con los Subsistemas previsionales por plazos superiores a un año, mediante la emisión de títulos de deuda pública, denominados Bonos, a efectos de posibilitar la colocación de los excedentes de los subsistemas previsionales, en activos de calidad. 
Entre otras aristas, la misma ley faculta al poder Ejecutivo a rescatar los Bonos en forma anticipada o a “autorizar su negociación en el mercado… ”.
Además, menciona que a los efectos del financiamiento de los déficits de los subsistemas deficitarios  por parte del Tesoro Provincial, con la información previa de las auditorias, el Poder Ejecutivo podrá anticipar la parte del déficit que le corresponde financiar al Estado Nacional…. . Aludiendo a la posibilidad de anticipar fondos, destinados a financiar el déficit de una de las cajas, pudiendo imputar dicho anticipo a cuenta de lo que probablemente transfiera el Gobierno Nacional. 
Sobre lo anterior, es plausible deducir que se persigue como objetivo, un  mecanismo que permita utilizar los fondos de la caja superavitaria, en este caso los recursos de los trabajadores que aportan en el Instituto de Previsión Social, para financiar los déficits de los sistemas  deficitarios, que según los compromisos fiscales y los convenios que lo ratifican, se trata de fondos que debería aportar el Gobierno Nacional. No solo resulta alarmante que se utilicen fondos de una caja para financiar  a otra, sino que ese financiamiento lo debería cumplir, según los convenios firmados,  el Gobierno Nacional. Como se recordará  tiene antecedentes de adeudar fondos comprometidos con otras provincias y principalmente con, el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires en lo que respecta a deudas y retrasos del Estado Nacional,  en el traspaso tanto de los fondos previsionales como de los fondos docentes.  
En cuanto a la posibilidad que daría la Ley al poder ejecutivo de endeudarse con los subsistemas y entregarles bonos, para poder el Gobierno Provincial colocar los excedentes de los sistemas con superávit, en activos más rentables, no hace esto más que demostrar un síntoma más, de la posición que quiere tomar el Ejecutivo en el manejo y control de las cajas, ya que por la Ley Previsional vigente del Instituto de Previsión Social, es el Instituto el que debe mantener invertidos los fondos que constituyen su patrimonio.( artículo 8º de la Ley 9650/80)
Esto no solo trata de cuestionarnos en cuanto a quien debe manejar los fondos previsionales , sino que al repasar la historia de este mismo Tesoro Provincial que dice querer resguardar los intereses de los sistemas previsionales, nos encontramos  con los antecedentes en otros gobiernos, de deudas de aportes que luego se transformaron en letras previsionales a través de Leyes que reformaron a la Ley vigente(según Ley 12150 de junio de 1998).Hoy, resulta llamativo que en la gestión del actual gobierno, en las finanzas previsionales del IPS, como lo decimos en nuestro documento,  se encontrarían aportes pendientes de ingreso a dicho Instituto por una suma de alrededor de 1.600 millones de pesos. Esta cifra casualmente coincide con uno de los artículos de la Ley que autorizaría al Poder Ejecutivo a emitir bonos por hasta la suma de 2.000 millones de pesos, destinados a absorber el excedente y cancelar pagos pendientes de aportes y contribuciones. 
Esta ley viene a dar un marco legal a una serie de irregularidades en el manejo de los recursos previsionales, que durante muchos años los sucesivos gobiernos tuvieron  hacia el IPS; en realidad de lo que se trataría es de legalizar la ilegalidad. 

El gobierno argumenta que con este proyecto intenta un ordenamiento de la administración financiera previsional y poner esquemas transparentes en el uso de los fondos previsionales del I.P.S.  Argumentos que no tendrían que ver con la realidad del I.P.S ya que hasta el presente el sistema no solo no es deficitario sino que se sostiene con todas sus características únicas en America Latina, principalmente con un verdadero mecanismo de movilidad de haberes.  Eso significa que de lo que se trataría, es de legalizar no solo el libre manejo de los fondos por parte del Gobierno sino además  blanquear deudas con el IPS, recordando que estamos hablando de fondos y deudas con los aportantes y beneficiarios del sistema, que en definitiva son sus únicos y absolutos propietarios.
Este análisis elaborado por los trabajadores intenta ser un aporte hacia la toma de resoluciones sensatas y ciertas que se ajusten a derecho y resguarden los derechos adquiridos de los trabajadores. 
Un análisis que nos  interpele a todos los trabajadores aportantes y beneficiarios, sea el lugar del Estado provincial  o municipal en que nos desempeñemos,, todos los que construimos solidariamente nuestro presente y futuro en el Instituto de Previsión Social, comprometiéndonos en la defensa de la autonomía de nuestra caja y el derecho sobre nuestro sistema previsional. 
A la vez que reiteramos que el camino por recorrer para mejorar la caja previsional pasa por tomar medidas que apunten al nombramiento de todo el personal precarizado sin aportes en el Estado Provincial y Municipal, nombramiento de mas personal en áreas  criticas y el blanqueo de todos los adicionales o conceptos que se pagan sin aportes y principalmente, la elección democrática de los miembros del Directorio del Instituto de Previsión Social. 
Llamando a la reflexión al Gobierno de la Provincia, a  preocuparse como Estado por  cumplir con la responsabilidad legal que tiene de ser garante de las jubilaciones, respetar la autonomía de las cajas y los derechos en la propiedad de los recursos previsionales, y asumir  la responsabilidad que le cabe en las flaquezas de algunas cajas jubilatorias y principalmente hacerse cargo de las medidas que se han tomado desde el Gobierno en otro momento y que se mantienen actualmente que no hacen más que atentar contra el sostenimiento de los sistemas de seguridad social.  
No nos confundamos, no se trata de un cambio nominal en el control del manejo de las cajas y sus fondos, se trataría de que una de las partes que gobierna el Instituto, que a su vez es la patronal,  pase a gobernarlo totalmente. Por que debemos recordar, que el Gobierno del IPS lo constituye un directorio, donde están sentados representantes de los trabajadores.  

(*) Informe elaborado por el Instituto de Estudios sobre Estado y Participación
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